
NULIDAD EN ACCIÓN POPULAR/ Aviso a la comunidad fue publicado sin advertir a las personas interesadas la causa que originó el proceso 

“(…) en el aviso de rigor no se suministraron los datos necesarios que permitieran a los potenciales interesados en la cuestión, informarse a ciencia cierta en qué consiste o por qué razón se promovió el libelo; es decir, las causas por las que se estima que existe una violación al derecho o interés colectivo reclamado; ni tampoco en qué dirección se encuentra ubicado el inmueble relacionado en la demanda como aquel que desatiende las exigencias que resalta el actor popular. 

Esto no es de poca monta, porque precisamente lo que se quiere con esa imperativa obligación es que se suministre una información completa y necesaria, de manera general, para que quienes consideren necesario y decidan coadyuvar la acción, lo hagan con conocimiento del agravio que se causa (…)”

Cita: Consejo de Estado, Sección Tercera, providencia del 5 de febrero de 2004 -rad. 41001233100020010093301-.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

  




      SALA UNITARIA CIVIL-FAMILIA
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, marzo dieciocho de dos mil dieciséis 
Expediente: 66400-31-89-001-2015-00098-01

  



 A vuelta de revisar el presente asunto, halla la Sala que no será posible continuar con el derrotero procesal que concierne, a pesar de su admisión, habida cuenta de que se observa una irregularidad insalvable.
 



Prevé el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 que el auto de admisión del libelo debe dársele a conocer a los miembros de la comunidad por el medio masivo de comunicación u otro medio eficaz que el Juez halle apropiado. En efecto, reza la anunciada disposición, en lo pertinente:

  


  
“Notificación del Auto Admisorio de la Demanda. En el auto que admita la demanda el juez ordenará su notificación personal al demandado. A los miembros de la comunidad se les podrá informar a través de un medio masivo de comunicación o de cualquier mecanismo eficaz, habida cuenta de los eventuales beneficiarios.

  



Para este efecto, el juez podrá utilizar simultáneamente diversos medios de comunicación…”




En el auto que dio impulso a la acción popular, en aplicación de esa exigencia, se ordenó fijar avisos en tal sentido en la “cartera” de la Alcaldía Municipal de La Virginia, así como su difusión en el canal y emisora locales, y en las parroquias de dicha municipalidad (f. 2, c. 1); pero de una detenida revisión al expediente, afloran las siguientes circunstancias:
 



La primera, que en el aviso de rigor no se suministraron los datos necesarios que permitieran a los potenciales interesados en la cuestión, informarse a ciencia cierta en qué consiste o por qué razón se promovió el libelo; es decir, las causas por las que se estima que existe una violación al derecho o interés colectivo reclamado; ni tampoco en qué dirección se encuentra ubicado el inmueble relacionado en la demanda como aquel que desatiende las exigencias que resalta el actor popular. 
  



Esto no es de poca monta, porque precisamente lo que se quiere con esa imperativa obligación es que se suministre una información completa y necesaria, de manera general, para que quienes consideren necesario y decidan coadyuvar la acción, lo hagan con conocimiento del agravio que se causa.  Si se revisa el aviso elaborado por la secretaría del Juzgado, nada de ello se advierte, pues solo se alude a las partes y a que la protección invocada surge de la violación a “derechos e intereses colectivos correspondientes a ‘Constitución, la ley y las disposiciones reglamentarias’”, con lo que queda en vilo la situación que en concreto dio lugar a la formulación de la demanda.
  



Sobre el objeto del aviso, tiene dicho el Consejo de Estado
, 
 


“… se ha realizado la notificación ordenada por el artículo 21 ibídem a los miembros de la comunidad, a través de un medio masivo de comunicación o de cualquier mecanismo eficaz, pues esa comunicación tiene por objeto, precisamente enterar a los miembros de la comunidad de la existencia de la acción para que, si a bien lo tienen participen como coadyuvantes en la misma, pero no invitarlos a presentar nuevas acciones con el mismo objeto. Esto por cuanto la acción popular no busca la satisfacción de ningún interés personal sino “la protección efectiva de derechos e intereses colectivos, de manera que se hagan cesar los efectos de su resquebrajamiento”. De lo cual se deduce que la solidaridad es lo que debe motivar a los ciudadanos a interponerla y no la búsqueda de intereses individuales. Si realmente el actor tiene interés en la protección del derecho colectivo y posee elementos de juicio adicionales a los aportados por quien primero interpuso la acción popular con el mismo objeto, tendrá la opción de coadyuvarla, según lo establecido en el artículo 24 de la ley 472 de 1998.”




Y la segunda, aunque sin tanta trascendencia, y hasta podría obviarse, se apuntala en que si el Juez, como lo autoriza la norma del caso, dispone realizar la publicación del aviso simultáneamente, por diversas formas de comunicación, no podría incumplirse, sin más, tal mandato, pues lo que se busca es hacer efectiva la garantía perseguida en dicho precepto; pero de la foliatura y pese a que en el auto de rigor se ordenó la publicación en la Alcaldía Municipal de La Virginia y en las parroquias de esa misma localidad, no aparece acreditado que se hubiere realizado ni en tal ente administrativo, ni en las instalaciones religiosas, pues en relación con estas, solo se acredita la gestión en una de ellas. 
   



Puestas de esta manera las cosas, se cae en nulidad procesal, al no practicar en legal forma la notificación del auto admisorio a personas indeterminadas que deban ser citadas como partes, cuando la ley así lo ordena (art. 133-8º CGP), que es lo que aquí aconteció como viene de verse, y se rompe con la adecuada conformación del litigio, por la consecuencia jurídica que genera frente a todos.

Esto se traduce, por supuesto, en que no le es dado al juzgador de segundo grado procurar tal notificación y eventual comparecencia, por ser genérica e involucrar a personas indeterminadas, pero sí remediar la situación de manera que pueda llegarse al final a una decisión de mérito. Ese remedio no es otro que la declaración de nulidad de lo actuado desde la sentencia proferida el 10 de febrero del presente año, inclusive, a fin de que en primera sede se pueda enmendar la actuación, esto es, para que se materialicen las publicaciones ordenadas en el auto admisorio del libelo.

Ahora, aunque no es del caso, para el estudio en concreto, no deja de llamar la atención de la Sala, que la secretaría del Juzgado dé cuenta de un término de 10 días para la comparecencia de coadyuvantes a la acción popular (f. 8 v., c. 1) que, puede hacerse hasta antes del fallo de primera instancia (art. 24 Ley 472 de 1998).
Finalmente, dado lo aquí consignado, a ello se está, en torno a la solicitud que en igual sentido eleva el actor popular (f. 6., c. 2). Y en relación con las demás peticiones de anulación, se rechazan de plano en los términos del inciso final del artículo 135 del CGP, por cuanto, en relación con el hecho de no haber sido citado al pacto de cumplimiento mediante notificación a su correo electrónico, por un lado, tal circunstancia no está consagrada como causal de nulidad y, por el otro, de todas formas, si se quisiera pensar e insistir en que ello sí constituye un vicio de tal entidad, ha actuado en el proceso con posterioridad  a esa etapa sin alegar la misma, lo que le implica que, se repite, si alguna irregularidad existiera, que no la hay, fue saneada, siguiendo lo prevenido en el numeral 1º del artículo 136 del mismo estatuto; y en lo atañedero a la falta de citación del municipio, baste decir que carece de legitimación para invocarla, por un lado; y por el otro, que el ente territorial sí fue citado (f. 2, c. 1). 
Puestas de esta manera las cosas, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE:

1.  Declarar la NULIDAD de lo actuado, incluyendo el trámite surtido en esta instancia, desde la sentencia del 10 de febrero de 2016, inclusive. 

2.  Desde allí, rehágase la actuación dándole aplicación a la debida y completa comunicación por aviso dispuesta en el auto admisorio de la demanda, para lo cual se dispone la devolución del expediente al juzgado de origen.

3. Se rechazan de plano las solicitudes de nulidad relacionadas con falta de notificación al correo electrónico del actor popular sobre la fecha de fijación de audiencia de pacto de cumplimiento y por no tener como demandado al municipio.
Notifíquese
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Magistrado
� Consejo de Estado, Sección Tercera. Providencia del 5 de febrero de 200.  CP Ricardo Hoyos Duque
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